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Á LAS CORTES.

D. FEDERICO RENYE Y V ILADOT y D. ANTONIO CAL-

DERON, Presidente y Secretario de la Asociacion de
propietarios de Lérida ipara la guardería rural por si
y en representacion de dicha sociedad, segun asi se
acordO en sesion del dia 28 de Mayo proximo pasa-
do, á las Cortes atentamente exponen:

Que el presentimiento de los funestos resultados
que produciria en Cataluña el alterar su derecho
civil, cuyo intento se manifiesta en el Real Decreto
de 2 de Febrero de 1880 y después en el proyecto

de ley de 21 de Octubre Ultimo, mueve á los infras-
critos, hacendados y propietarios de Lérida, á espo-

ner al igual que otros sus compraticios, las francas

observaciones que les inspira su amor por la pros-
peridad de Cataluña y su anhelo por la felicidad de
Esparia entera.

Es principio incontrovertible, que, la base de
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que ha de partir el legislador ha de ser, no innovar

d menos que la necesidad 6 utilidad sea evidente.

En Cataluña, como en todo pais regido por una

legislacion secular á cuyo amparo se ha constituido

y desarrollado la familia, y bajo cuya garantia el

individuo sabe que entra á formar otras nuevas, se

halla tan encarnado el principio familiar, que mu-

tilar su derecho, seria atacar la base en que descan-

sa la sociedad (1).
No hay necesidad ni utilidad evidente en modi-

ficar ni codificar nuestra legislacion, porque sus di-

ferentes partes, armónicas entre si, atestiguan de un

modo fehaciente los prósperos resultadosque pro-

ducen; basta una ligera mirada al interior de la

familia catalana para conocer los efectos saludables

del poder paterno, favorecido y ensalzado por nues-

tro derecho, dentro de la que el -Calico timbre de no-

bleza, es un abolengo trasmitido por una serie de

generaciones de heredero en heredero de constante

y virtuoso trabajo.
Nuestros campos apesar de ser inferiores en fer-

tilidad á los de casi todas las provincias de Esparia ,

mediante el contrato de enfiteusis, desconocido en

éllas, aparecen florecientes, lográndose mediante

(I) Las costumbres que eran el verdadero derecho por el que se

regía el antiguo Principado en sus primitivos tiempos, pasaron á ser
despues leyes escritas; examínese sino el sabio códice Las Constitu-

ciones de Catalufia y en lo que contiene y podemos llamar de indíge-

na, solo copia la costumbre seguida en el pafs, y en lo restante, sigue

á la ley romana confirmada por el derecho canónico, porque la legis-

lacion goda y sarracena ninguna huell, dejaron: la primera abolida de

las costumbres y leyes por sus funestos resultados; la segunda no tuvo

tiempo de infiltrarse, bien por la tolerancia de los dominadores, bien

por el corto espacio que imperaron.

él, el milagr , a de que hasta las cimas de las rocas
contribuyan al sustento de sus cultivadores.

Respecto la sabia institucion de heredero ¡qué
poco conocida es por desgracia por sus detractores
tal como se halla establecida en Cataluña!

Considerada en el terreno filosófico, es la insti-
tucion de heredero consecuencia del derecho natu-
ral, porque tal es la libertad de testar; libertad que
se coharta desde el momento que la ley desfgna al
padre los sucesores forzozos que han de heredarle.
Asi lo han venido considerando desde los mas re-
motos tiempos las naciones. Plutarco, en su Vita So-
lon, dice que por haber permitido este legislador á
los atenienses hacer testamento «hizo á cada uno
verdadera y plenamente dueño de su bien». Entre
los romanos cuyo derecho es y será base de toda
buena legislacion, se estableció la máxima de que no
hay nada que se deba conceder con mas razon d los
hombres, que el disponer libremente de sus bienes por
úttima ve, y que no eszé al arbitrio de los demds el per.
turbar su suprema voluntad (1).

La facultad de disponer libremente de los bienes
por testamento, es tambien consecuencia natural del
derecho de propiedad y del mismo órden de la so-
ciedad, porque si todo el mundo está conforme en
que el hombre pueda entre vivos disponer libre-
mente de sus cosas, naturalmente no hay razon que
impida para que libremente disponga de éllos
caso de muerte ya que es en vida cuando dispone.
Si un ciudadano hace donacion de sus bienes y mue-

(1) -Cod. lib. I tít, II De Sac. Ecc. L I.
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este deja al padre el quinto libre y aquella las dos
quindécimas partes restantes.

De la legislacion goda conserva Cataluña recuer-
dos tristes. Sus efectos fueron sumir en la miseria
á lo g naturales con la extremada division de la pro-
piedad á que di6 origen. Por esta razon, en 130
pueblo y nobleza juntos consiguieron del rey Don
'Pedro III el kivilegio para Barcelona de que la
legítima fuera la cuarta parte de la herencia, y tan
buenos resultados dió, que Gigs siglos y medio mos
tarde, en 1585 las Cortes de Monzon movidas por ei
clamoreo que se levantaba de todo el Principadc
estendieron í todo él, el privilegio de que solo go
zaba Barcelona.

La necesidad, solo la necesidad obligó á fijar en
una cuarta parte las legítimas: el privilegio lo ma
nifiesta claramente; se di6 dice, al objeto de evitar que
las herencias de los ciudadanos se redujesen ci la nada
¿Se quiere obligarnos en este siglo aí aceptar unas
leyes que nuestros abuelos tuvieron que abolir por
sus funestos resultados? Se quiere reducir nuestros
patrimonios á la nada?

Las Cortes en su clara inteligencia comprende
ran que nada de çomun tienen la institucion de he
redero, los fideicomisos familiares y sustituciones en
Cataluña, con las vinculaciones abolidas por decreto
de las Cortes de 27 de setiembre de 1820.

Ninguna de estas instituciones tiene en nuestro
pais un caracter perpétuo, y el heredero con hi-
jos es en la inmensa mayoria de casos libre, de dis
poner de los bienes que por herencia recibió d(
us 'adies	 si nombra á su vez heredero	 e " III •
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re despues de haber firmado el contrato, no es vá-

lida la donacion por las leyes civiles y naturales?

Ciertamente, pues es dueño de los ,bienes en el acto

de la donacion; ahora bien, al otorgar el testamento

ocaso no es dueño de los bienes de que dispone?

Entre los dos casos la única diferencia estriba en

que el donador no piensa en la muerte y el testador

sí, pero la circunstancia de pensar 6 no en la muer-

te no basta para dar ni guitar á los hombres un de-

recho natural.
Los esponentes vislumbran los dias de luto que

caerán sobre la familia catalana si se alteran en lo

mas mínimo las leyes de sucesion.

La casa paterna, este centro donde siempre acu=

de y halla abierto el hijo que por negocios des

graciados ha perdido el caudal que al separarse le

entregó su familia, donde ve en todas las épocas

estendidos los brazos del padre 6 heredero cuando

imposibilitado no puede acudir con su trabajo 6 in-

genio al sosten de su vida, desapareceria si se to-

mara como á tipo en futuras codificaciones el desa-

creditado Proyecto de Código civil de 1851.

La ley goda que fa costumbre y rigió en Ca-

taluña, disponha con poca diferencia lo que se es-

tablece en el artículo 642 del Proyecto de Código

civil mencionado. Este fija la legítima en los cuatro

quintos, aquella en ocho partes de las quince en

que divide la herencia; el Proyécto de Código per-

mite al padre mejorar en el doble de la legítima,

(mucho menos que en la actual legislacion castella-

na que es el tercio) la , ley goda en cinco partes de

las quince; (algo mas sin embargo que el Proyecto)
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e cumplir con los fines económicos que tal institucion
eva en si felizmente, hace uso de un derecho natural

inherente al hombre, cual es la libertad de testar.
Si por regla general es elegido el primogénito,

es á causa de que este tiene condiciones mas propias
para desempeñar las funciones de director de la fa-
milia y quien puede prestar it los demas hermanos
un apoyo mas eficaz, ya por sus consejos, ya por su
ayuda material. Cuando el padre conoce que el pri-
mogénito no puede llenar estos fines, elige de en-
tre sus hijos al que le parece mas apto, resultando
de esta libertad del padre en su eleccion y de la
continuidad de su poder y autoridad en la familia,
que á la muerte de su gefe no vengan los curiales
con sus testamentarias it ser los primeros herederos,
y los hijós con sus disputas y pretensiones de divi-
sion de la herencia it aumentar el dolor y el luto
que la muerte ha producido.

¿Qué consigue la ley dando al padre herederos
forzosos? La desorganizacion de la família, el que
nuestros hijos it los albores de su edad se consideren
ya dueños de los bienes paternos y maternos con
grave perjuicio de su educacion y con menoscabo
de la autoridad paterna. Ademas, en casos determi-
nados lo que puede acontecer espanta; los secretos
de familia no conviene investigarlos, pero solo in-
sinuaremos que se pueden hacer copartícipes de la
herencia hijos estrafios, que la prudencia del testa-
dor cuando es libre en sus disposiciones, hace que
no se divulgue, y perdone un desliz que divulgaria
y no perdonaría en el caso de saber clue son sus
herederos

El poder y autoridad que quita el Proyecto de
Código civil al padre, lo transfiere al Juez; pero
¿con que derecho sus autores arrebatan del hogar
doméstico una potestad que Dios y la naturaleza
pusieron sobre el padre para transferirlo it otra perso-
na? Quién tiene más interés, quién más cuidado, quien
más amor para los hijos, el que les di6 el ser 6 una
persona estrafia it ellos aunque esta se llame Juez?

Mercéd aí los heredamientos, no presenta Catalu-
ña las homeopáticas divisiones de la propiedad cue
Galicia, ni sufre de consiguiente los perjuicios que
ocasiona una ilimitada division en las fincas.

Por medio de las detracciones que la ley permi-
te it los herederos hacer en sus bienes, aunque
esten afectos á fideicomisos, no puede jamas Begat la
propiedad it acumularse. La prueba, la mejor prueba
de lo espuesto es la esperiencia: en el transcurso de
siglos que han ido sucediéndose, no ha acontecido
ni lo uno ni lo otro; por esto las modestas fortunas,
la clase media que es el nervio de las naciones es
tan numerosa é importante en el suelo catalán.

Convenimos en que se admita lo que por la cos-
tumbre ya se ha aceptado, convenimos en que se
haga lo que en otras ocasiones se ha hecho en Catalu-
ña, it saber; una compilac ion de nuestras leyes y cos-
tumbres y esto no por jurisconsultos estrafios sino tal
como lo previene para estos casos la Constitucion ni-
ca, lib. I tit. XXX esto es; por jurisconsultos catala-
nes, porqué formando el conjunto de nuestra legisla-
clon un todo armónico, el desarreglo de una parte de
él produciría funestas consecuencias en el restante.

Este trabajo, en Darte estai va hecho: el Dictámen
forzosos los que nuptix demostrant.



que acordó la Comision organizadora del Congreso
catalán de jurisconsultos del pasado ario en Barcelo-
na, es el tipo, el criterio que debería informar á. los
compiladores de nuestro derecho, no el funesto Pro-
yecto de Codigo civil de 1851.

Con nuestro derecho terminaria nuestra historia,
las gloriosas tradiciones que conservamos desapare-
cerian con él, y quizá. no fuera Cataluña con el tiempo
el baluarte inexpugnable, el centinela avanzado'con
que siempre han tropezado las invasiones estrangeras.
Con la desaparicion de nuestras leyes perderia Ca-
taluña, España, la Monarquia y la libertad.

Tal lo consideran los esponentes, por lo que en
nombre propio y en el de sus representados, á las
C6 -tes del Reino respectuosamente suplican.

Que no se realice el proyecto de Código civil co-
mo se anuncia en el Real Decreto de 2 , de Febrero
de 188o y en el Proyecto de ley de 21 de Octubre
último; antes al contrario, se haga una sabia compi-
lac .on de nuestras leyes por jurisconsultos catalanes,
desapareciendo de éllas disposiciones contrarias á. su
verdadero espíritu. Si así las Cones en su alto saber

lo decretan, Cataluña no llorará. en el glorioso rei-

nado de Alfonso XII la pérdida de su legislacion.

ni verá. desaténdida la autoridad paterna y arruinada

la propiedad por una ilimitada subdivision.

Lérida 28 Mayo de 1882.—El Presidente, FEDERICO

NYE. —El Secretario, ANTONIO CALDERON.RE
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EXPOSICION
QUE LA

ACADEMIA DE JURISPRUDENCIA

Y . LEGISLACION DE BARCELONA

HA DIRIGIDO AI. SENADO

sobre la necesidad de q2te se sigan aplicando en Cataluita
los CóDIGOS ROMANOS Y DECRETALES,

en los casos en que actualmente se acude d sus textos, aunque se promulgue un
Código civil general para todo el reino, hasta que se haya

sancionado y publicado la Ley de excepcion prescrita en el pcirrafo	 de
la Base 17 del Proyecto de Ley

del Exento. Sr. Ministro de Gracia y Justicia
de 21 de octubre de 1881.

PUBLiCASE POR ACUERDO DE LA ACADEMLA,

BARCELONA

BIPRENTA BARCELONESA:

calle de las Tapias, allni• 4

1882.



INFRASCRITO SECRETARIO 1.0 DE LA ACADEMIA DE JURISPRU-

DENCIA Y LEGISLACION DE ESTA CIUDAD,

CERTIFICO: Que del libro de actas de las
sesiones de la misma resulta: 1." Que en la del
dia 7 de diciembre de 1881 , acordo elevar una
atenta y raonada solicitud al Senado pidien-
do la supresion de los párrafos tercero y cuarto
de la Base 17 del Proyecto de Ley presentado
por el Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Jus-
ticia al mismo, con fecha de 21 de octubre
de 1881 , sin perjuicio de lo que la Academia
tiene expuesto y pueda pedir más adelante, sobre
los asuntos á que se refiere dicho Proyecto de
Ley; y que nombro para redactarla una Comi-
sion compuesta de los sefiores don Felipe Ber-
tran y de Arnat, D. Francisco de P. Vergés y
D. Bartolomé Bosch: 2.° Que en sesion de 4 de
enero del corriente afio la Academia discutió el
borrador presentado por la Comision, acordo
su redaccion definitiva y que se elevase al Sena-
do; y 3.° Que en sesion de .° de los corrientes
acordó que se imprimiese y circulase.

Y en cumplimiento de los citados acuerdos,
despues de haberse remitido ci Madrid la Expo-
sicion á que se hace referencia, para ser oportu-
namente presentada al Senado, se ha procedido
d su publicacion , que es de ver ad/unta.

Ypara que conste firm) en Barcelona ef 22
de maro de 1882.

JUAN J. PERMANYER.



AL SENADO

La Academia de Jurisprudencia y Legislacion de Bar-.
celona creeria faltar á los deberes que de consuno le impo-
nen los fines de su instituto y la representacion del mayor
número y de los más distinguidos jurisconsultos de esta
capital, que cuenta entre sus individuos, si no elevaba so-
segada y respetuosamente su yoz al Poder Legislativo de
la Nacion, indicándole las desastrosas consecuencias, que
llegando A ser Ley del Reino ocasionarian al antiguo Prin-
cipado de Catalufia algunas de las disposiciones contenidas
en la Base décimaséptima del Proyecto de Ley sobre codi-
ficacion del Derecho civil de Espafia, presentado á ese Alto
Cuerpo por el Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia
con fecha de 2.1 de octubre de 188r.

No va á tratar la Academia directa ni indirectamente, del
problema de la codificacion, ni del más arduo y aun más
trascendental de la unificacion del Derecho civil de Espafia:
se limitará á consignar que si en materias tan difíciles y
complejas podrian manifestarse aspiraciones distintas en el
mismo foro catalan, en la que ha de ser asunto de la pre-
sente solicitud cree e7tponer una opinion unánime.
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Para aproximar á la uniformidad las legislaciones civiles
que rigen en varias provincias, prescribe la Base 17, que se
trasladen al Código civil en su esencia las instituciones
forales que por su índole puedan y deban constituir con
ventaja comun, el derecho general de los ciudadanos espa-
fioles, y admite además, separadamente del mismo, leyes
que lo exceptuen y en las cuales se sancionen las institucio-
nes locales, que por estar arraigadas en las costumbres sea

imposible suprimir sin afectar hondamente á las condicio-
nes de la propiedad ó al estado de la familia ; mas el pro-
cedimiento que se marca para lograr este resultado, comen-
zando por la promulgacion del Código, deja un período
más ó ménos largo entre esta y las leyes de excepcion al
mismo, que han de regir en las provincias que se denomi-
nan forales; cuyos proyectos ha de presentar el Gobierno á
Ias Córtes. Parece lógico, y estuvo sin duda en los propósi-
tos del Sr. Ministro, que durante este período transitorio
continuaran rigiendo en aquellas provincias, sus especiales
instituciones; sin embargo, por lo que hace á Cataluña no
sucederia así, porque el párrafo cuarto de la misma Base
dice: con la publicacion del Código civil quedarán deroga-
dos los códigos romanos y las decretales en las provincias
en que hoy se aplican como derecho supletorio; y como los
códigos romanos modificados por las decretales, constituyen
la mayor y quizás la más esencial parte de las especiales
instituciones que rigen en Cataluña, con la íntima relacion
y en los términos que se expondrán; no se conservarian
ciertamente dichas instituciones, y el cumplimiento de este
párrafo de la Base produciria un estado de completa y de-
sastrosa anarquía en las leyes vigentes.

Antes de entrar en la demostracion de esta tésis, la Aca-
demia suplica al Senado con el debido acatamiento, que se
sirva fijar su atencion en la importancia del asunto, que,
por tratarse de un estado al parecer breve y transitorio,
pudiera estimarse de escasa trascendencia. Nótese que aun
cuando fuese posible la continuacion de las instituciones
especiales de Cataluña rigiendo el nuevo Código como dere-
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cho supletorio, se produciria un cambio en la legislacion, y
si más adelante estas mismas instituciones habian de ser
modificadas, 6 derogadas en parte, al incluirse en la ley ex-
cepcional que ha de darse para Cataluña, variaríase de nuevo
la legislacion de este pais, condenándosele á sufrir por se-
gunda vez la perturbacion , que llevan á las familias, y á la
manera de ser de la propiedad, alteraciones de esta índole;
porque no se determina fácilmente el sentido de las nuevas
leyes, ni se encuentran desde luego los puntos de relacion
entre distintos cuerpos de derecho, ni se forma en pocos
dias la jurisprudencia de los Tribunales, ni se acomodan los
actos de los ciudadanos en breve tiempo d las disposiciones
de aquellas.

Si , como cree la Academia, prohibida la aplicacion de
textos de los códigos romanos y decretales, no se comprende-
ria hasta qué punto quedaban subsistentes las antiguas insti-
tuciones de Cataluña, aquella confusion alcanzaria el último
límite posible. De hecho el Principado de Cataluña, tres mi-
llones de habitantes, un país culto y en pujante actividad y
riqueza, quedarian sin leyes que fijaran sus relaciones jurí-
dicas y decidieran de una manera clara sus contiendas.

No se evitarian estos males por tratarse de un período al
parecer breve, porque no existe poder humano que alcance
d parar la vida civil de los pueblos ni un solo instante; y
como las relaciones jurídicas de cada momento tienen tracto
sucesivo y dilatadas consecuencias, y las leyes no pueden
producir efecto retroactivo, por lo cual las más de las veces
su jurisdiccion y competencia se han de determinar por los
actos iniciales, en multitud de casos y por dilatado período
de tiempo debiera buscarse y recibir cumplida aplicacion el
derecho incierto vigente durante el estado transitorio á que
nos referirnos. Por otra parte no ha de ser tarea breve por
lo fácil, determinar las instituciones de nuestro derecho que
han de conservarse dentro de los principios admitidos por
el Proyecto de Ley á que se hace referencia. Quizás refor-
marlas, relacionarlas con el Código general, formularlas en
el oportuno proyecto de ley y obtener su sancion; y mien-
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tras estas dificultades se vencian .pudieran sobrevenir cir-
cunstancias anormales, necesidades perentorias de la políti-
ca y de gobierno, discusiones dilatadas, cambios políticos
que importaran modificacion en las ideas admitidas, prolon-
p-ándose la interinidad de una manera inesperada.

Para demostrar que si se prohibia la citacion y vigencia
de los códigos romanos y decretales se produciria el mayor
desórden en el derecho civil de Cataluña, comenzará la
Academia observando que á la manera de dos ruedas den-
tadas, que por el mero hecho de hallarse contiguas no se
comunican acompasado movimiento, sino que necesitan de
su perfecto engranaje y correlacion , no se unen y completan
las instituciones de derecho vigentes en un pueblo por la
legislacion de otro pueblo, siquier más completa y científi-
ca, si no existen relaciones que las armonicen. El trascurso
de los siglos, las doctrinas de los autores y la jurisprudencia
formada por los Tribunales han serialado el engranaje de las
instituciones catalanas y el derecho romano, v para enlazar-
las en lo que se las deje vigentes con un nuevo código, es
indispensable sustituir al trabajo de las pasadas generacio-
nes un estudio científico, minucioso y detenido, que deter-
mine en todos los casos la fórmula de su union. No sera
ciertamente el autor de .la misma Base 17 quien niegue la
exactitud de estas apreciaciones, puesto que las consigna en
los dos primeros párrafos de la misma, singularmente en el
segundo, buscando la armonía que, segun dice, debe existir

entre instituciones similares, no solo en la excepcion, sino
tambien procurando al redactar el Código general estable-

cer entre esta y aquellas instituciones especiales la posible

asimilacion para que las diferencias que resulten subsistan
como excepciones de una regla comun. e: Si se dejan en pie
aquellas instituciones especiales durante un período de tiem-
po más ó ménos largo, sin estudiarlas, sin determinarlas,
podrán aparecer acaso como excepciones de una regla co-

mun; regla comun que no habrá contado con ellas sino es
para suponerlas derogadas en gran parte ó establecidas bajo
nueva forma ?

— 9 ---
Es notorio, que el concepto de excepcion importa una rela-

cion existente entre la regla general y lo exceptuado, de tal
manera que no se concibe excepcion anterior á la regla ge-
neral, mientras en el caso de que se trata se pretende que
exista anterior y totalmente independiente de esta, lo que
siendo lógicamente imposible habria de producir en la prác-
tica contrasentidos legates, abundante material de pleitos,
arsenal inagotable de poderosas armas para los litigantes de
mala fe.

Podrá esperarse que el Código general se redacte con el
propósito de que desde luego pueda servir de derecho su-
pletorio á las instituciones vigentes en la actualidad en Cata-
luña? No es este el espíritu de la Base 17, ni está en lo ve-
rosímil: quiere aquella en el nuevo Código una predisposi-
cion para el establecimiento de las excepciones oportunas;
mas no las presupone, por lo contrario claramente establece
que solo se conservarán en una parte que ha de determi-
narse despues de maduro estudio; luego es evidente que los
autores del nuevo Código, aunque en algunos casos acepta-
ran el espíritu de las instituciones de Cataluña, no podrian
atender á las que están vigentes para dotarlas de un derecho
supletorio. En este particular todas las presunciones y aun
seguridades son contrarias. La Academia exponente, cree
no formular la menor censura consignando que en su opi-
nion, el nuevo Código tendrá sus raíces principalmente en
el derecho de Castilla; las Bases del Proyecto de Ley d que
se refiere y las declaraciones del Sr. Ministro de que no
ha llevado la reforma de algunas de sus particularidades
hasta el punto que deseaba, para transigir con lo existente,
no dejan duda en este particular. Tampoco cree la Aca-
demia inclinarse al dictámen de los que defienden que no
cabe confusion de ninguna clase entre la legislacion civil
que rige en Cataluña con la de Castilla, sin la total ruina
de la primera; ni al de los que afirman la posibilidad de
combinaciories , por las cuales subsista lo más esencial de
aquella, sin perjuicio de un Código general para todo el
Reino, consignando que por todos se reconoce la existencia

7t*
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de un número mayor 6 menor de disposiciones antitéticas
entre uno y otro derecho en puntos esenciales, que son pre-
cisamente lo que se trata de excepcionar; de lo que resulta-
ria que mientras dicha excepcion se determinaba, rigiendo
ya el nuevo Código, irian las instituciones catalanas á bus-
car su complemento y hasta su definicion en un derecho que
les seria completamente opuesto, produciéndose en este caso
los conflictos, no solo de lo indeterminado en las Leyes,
sino de lo fundamentalmente- contradictorio.

Las consideraciones precedentes demuestran a priori por
decirlo así, la inconveniencia y los perniciosos resultados
del párrafo 4. 0 de la Base 17; mas el Senado se persuadirá

en mayor grado de aquella y de la extension de estos, aten-
diendo á lo que es el Derecho civil vigente en Cataluña y á
las funciones que el romano modificado por el canónico
ejerce en el mismo por tradicional y antiquísima costumbre
y d tenor de muchas leyes dictadas antes y despues de la
union de los reinos de Aragon y Castilla.

Sienta la Academia exponente, que el Derecho civil por
el que se rige el Principado de Cataluña , se compone de
varios elementos, que pueden reducirse á tres, d saber:

I.° el que podria llamarse indígena, ó sea aquellas consti-
tuciones ó privilegios de varias localidades formadas por la
costumbre desde época remotísima , que despues del siglo
onceno fueron recopiladas, reconocidas y sancionadas por
los monarcas de la Casa de Aragon, y las conocidas con
distintas denominaciones establecidas por el poder legisla-

tivo, desde los Usaticos de D. Ramon Berenguer del
ario 1071, hasta el decreto de D. Felipe V llamado de

Nueva planta de 1716.-2.° El derecho romano modificado

por el canónico, siendo de advertir que no se atiende á sus
disposiciones de una manera absoluta, sino que se observa
en lo acomodado á la manera de ser de este país; y 3. 0 la
autoridad de los doctores con mayor fuerza que la doctrinal,
porque dan testimonio de la tradicion y de la jurisprudencia

de la antigua curia y del derecho no escrito de Cataluña,

hasta el punto de existir, no solo preceptos sino institu-
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ciones , nombradas por acaso en los textos legales, cuya
definicion y régimen solo puede encontrarse en los trata-
distas, así como se sabe por los mismos, los casos en que
rigen los Códigos justinianeos y aquellos en que se modi-
fican por las leyes canónicas. Hay más ; sus decisiones
tienen la autoridad de verdadero derecho constituido, para
que junto con el canónico y el romano, decidan los innu-
merables casos de deficiencia del que se ha llamado indí-
gena, segun lo dispuesto expresamente en la ley única del
título xxx del libro r.°, primer volúmen de las Constitu-
ciones de Cataluña y demás que se le refieren.

Este es el trípode perfectamente enlazado en sus partes
y sólidamente construido, que constituye el derecho vigente
en Cataluña, de tal manera, que faltando uno de sus apo-
yos se destruiria, y aunque todos son igualmente necesarios
para su sostenimiento, si en alguno hubiera de señalarse
mayor volúmen y solidez seria ciertamente en el derecho
romano, que sobre constituir su parte más esencial inter-
viene en casi todas, hasta el punto de que por una consti-
tucion originariamente catalana que se cite en el foro se
acude d diez leyes romanas.

En todos sus elementos consuetudinaria la legislacion
civil de Cataluña, carece de los reales privilegios y albe-
dríos, premio de gloriosas haçarias 6 remuneracion de
alianças de los reyes con los pueblos, quizás origen en otras
partes de los fueros locales; muestra sí, la sancion soberana
otorgada á compilaciones de usos y costumbres de ciudades
y territorios por haberse demostrado cumplidamente su per-
fecta observancia desde remotísimos tiempos, á las que se
designa en ocasiones con el nombre de privilegios en el
sentido de derecho particular y propio, no por un orígen
realengo ; aunque los monarcas los favorecieron de buen
grado como á robusta manifestacion del movimiento muni-
cipal de la Edad media. De parecida manera el derecho ro-
mano fue admitido por el pueblo antes que las leyes lo pres-
cribieran terminantemente, sea, como algunos creen, que no
desapareció del todo su observancia desde la época misma
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de los romanos, ó que cundiera en Cataluña con gran rapi-
dez y espontaneidad el movimiento iniciado en Bolonia por
Irnerio. La Academia, siri ventilar este asunto y únicamente
en demostracion de la antigüedad de su conocimiento, re-
cordará, que el Código ó privilegio de Perpifian de 1175 le
señala el carácter de derecho supletorio de sus propias dis-
posiciones, y el de Lerida, recopilando en 1228 costumbres
muy anteriores á esta fecha, dice: majorem au/em parte usa-
ticorum zttinutr , goticis vero leges paucissimus utimur;

legenz quedam romanis pluribus utimur: que D. Jaime el
Conquistador en 1251 prohibió la alegacion de leyes góticas
y romanas, lográndose que mientras aquellas acabaron para
siempre, las segundas extendieron su influencia, de suerte
que resulta en todo caso, que al señalárseles en las catalanas
el carácter de derecho supletorio de las disposiciones indí-
genas se consignó lo que de hecho se hallaba establecido por
inmemorial costumbre, por lo cual quizás no fué admitido
en absoluto sino en los términos en que la costumbre lo re-
cibiera. Así lo indica la pragmática de Pedro III de 1380,
tratando de los estatutos de la ciudad de Tortosa ( Ley i.e,

tit. x, libro I.° del segundo volúmen de las Constituciones
de Cataluria) al consignar que la fuerza de las leyes romanas
deriva de la aquiescencia á las mismas en los casos en que
se han estimado convenientes. En el cap. ii de las Córtes de
Barcelona del ario 1409 (ley 2. 0 , tit. XXXVIII, libro I.° primer
volúmen de las Constituciones de Cataluña ) se ordena la
recta administracion de justicia segun los usajes , leyes y ca-
pítulos de Corte, etc., privilegios , inmunidades, libertades
de cualquier condicion de las Universidades y de los parti-
culares, derecho comun, equidad y buena raTon. En la ley de
Felipe II de Aragon, III de Castilla, dada en las Córtes de
Barcelona de 1599, que es la única del tit. xxx del libro 1.0,
se determinó nuestro estado legislativo señalando juntamen-
te al derecho romano y á las doctrinas de los autores el ca-
rácter supletorio. Nada de esto sufrió alteracion cuando Fe-
lipe V cambió nuestra manera de ser política, antes por lo
contrario en el decreto de Nueva planta lo manda observar,
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entiende establecerlo de nuevo y quiere que se observe como
lo que individualmente deja dispuesto, ley i ., tit. ix, libro 5.°
de la Novísima Recopilacion, y por último el Señor Rey
D. Cárlos III con cédula de 8 de enero de 1775, manifestó
que queria y mandaba que se observase inviolablemente.

Al referirse al derecho canónico solo como modificacion
del romano, no entiende la Academia rebajar en lo más mí-
nimo su importancia, ni desconoce la necesidad de que se le
considere vigente, hasta que despues de maduro estudio se
determine por completo la legislacion definitiva de Cataluña:
mas corno la Iglesia aceptó y vivió del derecho romano que
se iba cristianizando desde la época de Constantino, en el
que hizo penetrar en mayor grado los principios de la moral
cristiana sin destruirlo, sino por lo contrario conservándolo
cuidadosamente; como desde los albores de la nacionalidad
aragonesa se nos presentan ambos derechos enlazados por la
tradicion y la costumbre y formando un todo; sea porque se
unieran por la simultaneidad de su renacimiento, sea por-
que el romano se conservara en Cataluña al través de las
invasiones bárbaras y sarracena, merced en gran parte al
abrigo que de la Iglesia recibiera, ha creido la Academia
que ese derecho romano modificado en su aplicacion á este
país por las condiciones de lugar y tiempo, así como por
las poco numerosas, aunque muy importantes y siempre
preferentes disposiciones del canónico, constituia un elemen-
to de los tres en los que ha resumido los que forman la
legislacion catalana.

Consignan de una manera expresa y terminante la prefe-
rencia de las leyes canónicas todas las que se han enume-
rado más arriba, traduciendo el derecho establecido por
inmemorial costumbre ; por lo cual no pueden ménos de
considerarse tan genuinamente catalanas las decretales y có-
digos romanos en los términos y casos en que se adoptaron
en Cataluña, como los preceptos que se dieron en sus be-
neméritas Córtes, suponiéndolos y tomándolos por base y
complemento inseparable ; de lo que entiende la Academia
exponente, que se halla en el caso de presentar algunos
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ejemplos por los cuales se haga notoria la material imposibi-
lidad de prescindir de los textos del derecho canónico y del
justinianeo en la aplicacion del que hemos llamado indígena.

Por lo que hace al canónico, se ha reducido sin duda su
esfera de accion desde que se han levantado las limitaciones
puestas á la usura y se ha legislado civilmente sobre el ma-
trimonio, mas aparte esta materia importantísima, de él re-
cibe el derecho civil vigente en Cataluña, no de la equidad
como se ha dicho por algunos, el trascendental principio,
que no consta en ninguna de sus constituciones, de conceder
fuerza civil de obligar al pacto nudo, segun lo dispuesto en
el lib. i de las decretales de Gregorio TX, tít. 35 De Pactis,

capítulos I.°, 3.° y 13. 0 Sepárase con ello en gran manera
del rigorismo del derecho romano por lo que hace á la va-
lidez de las estipulaciones, sin llegar á la regla de que se
queda obligado de cualquier manera que apa reca que uno

quiso obligarse, con que la ley L a , tit. I, lib , io de la
Novísima Recopilacion transcribió, con mayor ó menor
exactitud, lo prescrito en el Ordenamiento de Alcalá; puesto
que media no escasa diferencia entre dar fuerza al consenti-
miento de dos ó más en una misma cosa, y aceptar una fór-
mula que se la otorga, en opinion de muchos, á la simple
policitacion. Laudable ó digno de censura el derecho de
Cataluña en este particular, no puede sostenerse ni transito-
riamente, sin la vigencia del canónico.

Qué se encontrará en la legislacion de Castilla ni en otra
alguna que acepte su sistema de sucesiones, sobre detraccion
de la cuarta Trebeliánica y de la legítima ? De la existencia
de la primera dudan varios de sus autores; en punto A la
segunda es de notoria imposibilidad donde la facultad de
testar del padre de familia haya de ajustarse á las llamadas
mejoras. Poquísimas y de todo punto insuficientes son las
constituciones de Cataluña que se ocupan en esta materia;
sin embargo nada más arraigado, nada más comun y carac-
terístico que la legítima y fideicomisos catalanes, y por con-
siguiente cuanto se refiere á las cuartas, para cuya perfecta
determinacion se acude á los códigos romanos y autores.

Hablan solo de la Trebeliánica para determinar que pierden
todo derecho á la misma los herederos fiduciarios que faltan
al deber de tomar inventario las leyes i y ni del tít. viii, li-
bro vi primer volúmen de dichas constituciones y el tít. vi
del mismo libro que tiene por epígrafe De la cuarta Trebe-
liánica : consta este de una sola constitucion por la cual se
permite á los padres prohibir á los hijos su detraccion siem-
pre que lo ordenen con palabras expresas. Entienden los
autores esta ley como una facultad concedida al padre de
excepcionar la regla general de que se perciban d la vez la
Trebeliánica y la legítima en los casos en que se tenga dere-
cho á la última, citándola en confirmacion de que así se ob-
serva en Cataluña, en lo que no cabe duda. Segun Cuyacio,
Vinnio y la generalidad de los intérpretes, el derecho ro-
mano no admitió la deduccion de las dos cuartas prescrita
por el canónico , Cap. Rayuntius 16-x de test.: y aunque
Heineccio combate sutilmente esta opinion , reconoce que
el Sumo Pontífice interpretó y fijó el derecho civil sobre el
particular, A cuyo decreto Rayuntius y Raynaldus fué debido,
que el derecho de deducir las dos cuartas, al decir de Baldo
y Jason, citados por Vinnio, <, fuese recibido en el uso del
foro civil de todo el orbe y se observase corno el Evangelio.),

Parécele á la Academia el citado ejemplo asaz conclu-
yente : prohíbase la citacion de las leyes romanas, y aun
cuando se sustituyan por un código informado en la legis-
lacion vigente en Castilla, sera imposible regular los fidei-
comisos de Cataluña y muy especialmente lo referente á la
detraccion de la cuarta Trebeliánica; prohíbase la de las
leyes canónicas, y cuando ménos quedará dudosa la posibi-
lidad de detraer la cuarta legítima á la vez que la Trebelid-
nica; y en uno y otro caso la constitucion catalana del
tít. vi , libro vi, volúmen 1. 0 impracticable é
porque habla de cuartas cuya determinacion no podrá bus-
carse en ninguna parte, y excepciona una regla del derecho
canónico expresamente derogado en el párrafo cuarto de la
Base 17 contra el cual se reclama.

Vea ese Alto Cuerpo cómo semejante precepto importaria
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algo peor que la abrogacion del derecho vigente en Cata-
luña; llevaria inevitablemente la anarquía d las leyes de
este país. Pudiera la Academia demostrarlo, por lo que
hace al derecho canónico, con otros ejemplos, como en prin-
cipios importantísimos sobre la prescripcion; mas toda vez
que cabe afirmar en términos absolutos, que siempre que
las disposiciones de la Iglesia modificaron el derecho civil
romano, el vigente en Cataluña tiene en ellas su determina-
cion , 6 su complemento, 6 su orígen de conveniente cono-
cimiento para su recta inteligencia, pondrá punto d lo que.
se refiere á decretales, pasando zi ocuparse en lo que mira
los códigos romanos, y en primer lugar en lo que se refiere
á la parte legítima, ti la que ya se ha aludido en alguna
manera.

Ordenó el rey Alfonso III en las Córtes de Montblanch
de 1333 lo siguiente: « Haceritos edicto y ordenarnos que en

»aquellos lugares que hasta aquí se ha observado la ley

»gótica para el cómputo de legítima; derogada aquella, se

»observe de aquí en adelante la ley romana. Y estas cosas
»queremos que se observen en las sucesiones y en aquellas

personas que murieren en lo sucesivo.), De esta suerte se

llamaron con una sola palabra todas las leyes romanas, por
otra parte ya muy extendidas á la sazon sobre esta materia,
á resolver los múltiples casos que se presentan en la misma;
y cuando se pasó de la legitima justinianea á la del antiguo

derecho romano, por lo dispuesto en las Córtes de Monzon
de 1585, no se alteró en lo demás semejante estado de co-

sas, por lo cual si el título De la cuarta Trebeliánica de las

Constituciones de Cataluna no contiene más que una ley, el

« De la legitima» que es el v, lib, vi del.primer volúmen,
contiene solo dos leyes, que son las únicas vigentes de carác-

ter indígena, aparte de alguna otra disposicion que indirecta-
mente pueda referírsele. Rige, pues, el derecho romano en
esta institucion esencial y arraigada en las costumbres de
Cataluña; en cambio el sentido de la Base 12. 8 , aunque

algo confuso, y las explicaciones que sobre la misma se

han dado, no permiten dudar de que, aun cuando se
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aumente la cuota de libre disposicion del padre, quedará
en pie el sistema de mejoras. De la propia manera el párra-
fo 2.° de la misma Base consigna, que habrán.de continuar
existiendo diferencias entre la legítima de los ascendientes y
Ia de los descendientes, que en Cataluña importan la misma
cuota; y no será juicio temerario suponer que en el nuevo
Código se comprenderán las disposiciones que existen en la
legislacion castellana como consecuencia lógica de estos
principios, á los que habrian de acudir los particulares y el
foro de Cataluña para hallar complemento á las leyes que
hoy lo tienen en el derecho romano, si se les prohibia acu-
dir á sus textos.

Segun las mismas se toma el as ó haber hereditario y se
deduce la cuarta legítima, quedando el resto de libre dispo-
sicion del padre ; por el nuevo Código se deducirá de aquel
la parte de libre disposicion quedando el resto para los hijos.
El legitimario perjudicado acude ahora d la accion.de suple-
mento de legítima contra el heredero; y no pudiendo citar
los códigos romanos para fundarla, habria de acudir á las
acciones que se otorguen precisamente á los hijos , que son
los verdaderos herederos segun el derecho de Castilla, para
que 52 declarasen inoficiosas los actos 6 disposiciones del
testador que hubiesen perjudicado su haber hereditario.
Seria, pues, preciso ligar sistemas, no tan solo distintos,
sino completamente contrarios. En los casos en que fundán-
donos en la ley vm, párrafo ix, D. de inof. test., en el título
de inof. donationibus, y en la ley única C. de inof. dot.,
se aporta al haber hereditario para completar la legíti-
ma, junto con los bienes que poseia el testador en la época
de su muerte, el importe de las donaciones que hubiese
hecho aunque fuese por causa de matrimonio de los hijos,
inclusas las dotes, deduciendo los gastos de entierro; ha-
biendo de acudir á las leyes emanadas del sistema de mejo-
ras, nos encontraremos con la distincion de las donaciones
simples, que primero se imputan al tercio y despues al
quinto y finalmente en la legítima, y las onerosas, que pri-
mero se imputan eñ la legítima, despues en el tercio y por
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último en el quinto. El nacimiento de hijos que en Cataluña
rescinde la donacion anterior hasta la cantidad necesaria
para que quede á salvo la legitima (Const. de Cat. costum-
bre de la ley it, tít. ix, libro viii, vol. i.°), en Castilla la

anula del todo, segun la ley 8. d , tít. iv, Partida 5.', si al
hacerse la donacion se carecia de ellos. Los efectos que en
Cataluña produce la renuncia de la mayor cantidad que por
legítima corresponde, quedarian sin base: y en una palabra,
lo que faltara determinar por un lado y lo que por el opuesto
se encontrase dispuesto análogo y heterogéneo, formarian
un abigarrado conjunto imposible de arreglo y armonía.

Hay más; las disposiciones de una legislacion no pueden
mirarse aisladas sino que entre sí se amparan y completan.
: No seria ilusoria ó mejor imposible la facultad, que con el

propósito de que se conserven los patrimonios, concede la

ley ii del tít. v, libro vi, volú men I.° de las Constituciones
de Cataluña, al heredero, de satisfacer las legítimas en nume-

rario, enteramente contrario á lo vigente en Castilla, si nos
inspirábamos en el principio que supone que entre el padre

y los hijos existe una especie de condominio ?
Rige en Cataluña la ley «fin edictali » (Cod. título Secun-

dis nuptiis , ley 6. » ) por la cual se prohibe que un cón-
yuge deje d otro mayor parte de sus bienes de la que señale

al hijo de anterior matrimonio que salga ménos favorecido;
mas esta disposicion seria completamente inútil ó perjudi-

cial, si el padre solo podia disponer del quinto ú otra por-
cion pequeña quedando el resto por necesidad á favor de los

hijos. Por esto, en Castilla no se conoce disposicion análoga,
y la interdiccion de las leyes romanas haria tan grave la

falta de la Hac edictali » en Cataluña, que podria trascen-
der á la moral de la familia, siendo el presente caso una
demostracion patente, como observa el Sr. Vives, de las
consecuencias de poco meditados cambios en su derecho

supletorio.
Análogas consideraciones podrian hacerse sobre las de-

más instituciones vigentes en este Principado á las que se

reconoce un carácter más propio y esencial y en mayor

'9
grado arraigadas en sus costumbres. El contrato enfitéutico,
segun la Base i 1, constará en el futuro Código con las refor-
mas que la experiencia aconseja; mas se quiere la validez de
lo pasado, pues que se han de respetar <<los efectos nacidos
del uso, la costumbre y la voluntad de los particulares »,
y como estos usos y costumbres que constituyen la variedad
y extension que este derecho ha adquirido en Cataluña, se
apoyan y se sostienen no solo por disposiciones indígenas y
alguna costumbre no escrita, sino en un considerable núme-
ro de leyes romanas, el respeto que la Base u muestra por
lo ya constituido, quedaria sin resultado por la derogacion
de los códigos romanos ordenada en el párrafo 4. 4 de la
Base 17.

En dónde sino en el derecho romano se hallan consigna-
das las prerogativas del testamento del padre á favor de sus
hijos con su exencion de solemnidades externas y con todos
los privilegios que le hacen en Cataluña tan frecuente y res-
petable? Nada se dice de él en las Constituciones de Catalu-
ña, regulándose tan solo por la Nov. 107, cap. 1. , que am-
pliamente expone sus requisitos y ventajas.

Del derecho romano deriva la necesidad de la institucion
de heredero para que el testamento sea válido y los princi-
pios y reglas que deben aplicarse para la division del as
hereditario, que constituyen quizás la más esencial diferen-
cia entre el derecho del Principado y el de Castilla; toda vez
que la naturaleza y carácter de la institucion de heredero
impide que esté un solo momento sin representacion la
personalidad jurídica del testador, y quitando la necesidad
y posibilidad de intervencion judicial en los bienes del di-
funto, produce la continuidad entre el testador y su here-
dero, de tal manera, que todos aquellos que por la ley ó
por otras causas pretendan derechos sobre los bienes, deben
desde luego dirigirse contra el sucesor in universum jus de-
functi. Prohíbase la citacion de los códigos romanos y que-
da sin fundamento este trascendental sistema, tan distinto,
tan incompatible con la legislacion que acepte los principios
de la de Castilla de que no es necesaria la institucion de he-
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redero ,- de que se puede morir en parte testado y en parte
intestado. Consérvense, segun la Base dispone, las leyes

especiales de Cataluria que dan validez al testamento otor-

gado ante notario y dos testigos, las que establecen que en

el testamento se haga mencion del hijo á hijos aunque no

sea jure substitzttionis para que el testamento no pueda de-

cirse irrito á nulo, cap. H tit. ii, lib. vi, vol. 1.°, y la que

dispone que aunque en el testamento del hijo no se haga

mencion del padre ó de los ascendientes sea válido, salva la

legítima, cap. i, tít. rit, lib. vi, vol. 1.° Quedaria con estas
disposiciones aisladas, regulada la materia de los testamen-

tos? Podria subsistir la institucion catalana, basada y defi-

nida por el derecho romano, si se derogaba este; y dejando
para más adelante la promulgacion de la ley especial se en-

contraba el testador catalan sujeto á disposiciones, que se

inspiran en principios opuestos
Y si se prescinde de las sucesiones testamentarias y se ob-

serva lo que sucederia en la legítima ó ab-intestato en-

cuentrase la misma confusion. En Catalufia rige, no una

constitucion especial, sino la Novela i 18 de Justiniano, que

al establecer cl órden de suceder llama á los ascendientes
la vez que á los hermanos de doble vínculo y á los hijos del

hermano germano premuerto. Derogándose el derecho ro-

mano se deroga esta institucion catalana, que como las otras

está encarnada en las costumbres y tradiciones de este país.

Truncada tambien quedaria la legislacion catalana en ma-

teria de donaciones por causa de matrimonio lo cual se
roza tan íntimamente con la organizacion de la. familia. En

efecto, si se hace abstraccion de la constitucion única, tít:

lib. y , vol. i." de las de Catalufia , que declara, para evitar

fraudes, nulo cualquier documento otorgado en disminu-

cion á derogacion de la donacion hecha en capítulos matri-
moniales; nada más se encuentra en las constituciones cata-

lanas , referente á las donaciones por causa de matrimonio

ni á la facultad que tienen los contrayentes en las cartas ma-

trimoniales de fijar el órden de sucesion por medio de here-

damientos, derivacion sin duda del derecho canónico, y sin
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embargo son muy notables las diferencias que existen entre
la legislacion castellana y la romana y canónica vigente en
Catalufia sobre facultad de pactar para la futura sucesion,
sobre rescision y revocacion de donaciones, sobre la facul-
tad de otorgarlas entre padres é hijos y entre esposos, aparte
lo que se deja indicado sobre inoficiosidad de las mismas.

Para presentar el caso de llamamiento expreso á las leyes
romanas por constituciones originariamente catalanas, citará
la Academia la ley i.", tít. ix, lib. It, primer volúmen de la
recopilacion vigente, en la que se ordena que se observen
((las leyes romanas que prohiben hacer cesiones á personas
más poderosas.» No trata de interpretar este texto, mas pre-
gunta: No equivale lo que dispone á transcribir las leyes
romanas d que se refiere en el cuerpo mismo de la constitu-
cion catalana? Si por derecho supletorio se entiende el que se
aplica en falta de disposicion expresa de la legislacion de que
se trate, no podrá decirse que en el caso propuesto falte 'el
claro mandato de Ia • ley catalana: y como á la verdad no existe
diferencia sustancial entre aquel llamamiento expreso d las
leyes romanas y el tácito que resulta en todas las instituciones
del derecho catalan, segun los ejemplos que se han . presenta-
do, entre otros muchos que pudieran citarse, cabe poner en
duda si realmente es el derecho romano supletorio de dichas
instituciones ó ha de admitirse como determinativo de las
mismas, ó si en unos casos reviste uno de aquellos caractéres
y en otros el contrario. Problema seria este de casi imposible
resolucion ante los Tribunales; mas si las palabras ,del párrafo
cuarto de la Base 1 7 significan la completa derogacion de los
Códigos romanos y decretales, si no admiten las distinciones
indicadas, es innegable que privarian d las instituciones vi-
gentes en Catalufia del mayor de los tres elementos que las
constituyen y las dejarian por consiguiente inservibles y sin
aplicacion posible si llegaran á sancionarse.
• Estudiando el asunto con mayor detenimiento se vera que

por la misma Base se destruye otro de los elementos del de-
recho de Catalufia, porque cómo podrá acudirse á la auto-
ridad y al testimonio de los autores y buscar en sus páginas
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las declaraciones necesarias, cuando discurren con las teorías

del derecho romano, se apoyan en sus leyes y nos explican

la aplicacion que han recibido en Cataluña ?
Si los altos poderes del Estado consideran que ha sonado

la hora de que acaben esas instituciones, deróguenlas; unos
lo mirarán complacidos, otros con espanto. Si se arbitran

soluciones intermedias corno las busca el Proyecto de Ley

que la Academia se refiere; adóptense de una vez, sin perio-

dos transitorios perturbadores; quien las tributará plácemes,

quien las creerá ineficaces y desastrosas: mas nadie puede

recibir con asentimiento que se condene, sin quererlo sin

duda, á la miserable muerte de la confusion y de la anarquía,

instituciones que han regido y se veneraron por multitud de

siglos en una gloriosísima nacionalidad de las que constitu-
yeron la monarquía española.

No terminará la Academia exponente esta asaz larga ale-

gacion, sin señalar los nuevos elementos de desórden, que
á la perturbada manera de ser legal que ha descrito, afiadi-

ria el párrafo tercero de la misma Base 17 al proponer que
los particulares puedan optar á su voluntad entre las ins-

tituciones especiales y la legislacion general del reino. Se

ha creido con razon que constituye un estado lamentable el

de legislaciones distintas para razas diversas que viven en el

mismo país; se parte del principio de que es un mal que

en una misma nacion rija más de un derecho, aunque sea

en provincias distintas, y se acaba por proponer la coexis-

tencia de dos legislaciones en el mismo punto, sin que la

diferencia de raza ó de territorio las explique y disculpe.
Propónese corno condicion de la facultad de acogerse al

Código general ó las leyes particulares, que no exista per-

juicio en los derechos de tercero. Cuándo podria decirse
que no existe este perjuicio? no son correlativos todos los
derechos ? los actos jurídicos de una persona no trascienden
á las demás? El derecho, en la práctica, no supone siem-

pre una relacion? Difícil seria determinar los casos en que

existe ó no dicho perjuicio de tercero.
Por todo lo expuesto, la Academia de Jurisprudencia y
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Legislacion de Barcelona, reservándose el uso del derecho
de peticion para solicitar más adelante de quien correspon-
da, lo que juzgue conveniente acerca del Proyecto de Leydel Excmo. Sr. Ministro de Gracia y Justicia sobre codifica-
cion del derecho civil de España de 21 de octubre de 188i ;

AL SENADO

SUPLICA con el mayor respeto que en el caso de aprobardicho Proyecto de Ley con mayores ó menores modificacio-
nes, se sirva suprimir del mismo los párrafos tercero ycuarto de su Base 17, dejando en su lugar claramente esta-
blecido, que en cada una de las provincias en las que se
hallan vigentes instituciones especiales, continuarán estasrigiendo sin alteracion alguna en sus actuales condiciones,
aunque se promulgue el Código civil general , hasta que sehaya sancionado y publicado la ley de excepcion al mismoque le corresponda segun el párrafo 1.° de la misma Base 17.
—Barcelona 27 de enero de 1882.—El Presidente de laAcademia, MANUEL DURAN Y BAS. - El Académico Secreta-rio, JUAN J. PERMANYER.
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